Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto.6+(Es la hora 16 y 07 minutos.) 


En nombre de la Comisión de Ciencia y Tecnología es un gusto recibir a los representantes 
del Consejo Directivo de la AGESIC. Como Cuerpo nos interesa mucho hacer un seguimiento de lo que 
se está haciendo en las áreas de ciencia y tecnología para poder trabajar a nivel legislativo en base, 
justamente, al conocimiento de los programas. También quiero señalar que estamos dispuestos a 
hacer lo que esté a nuestro alcance -ya sea a nivel legislativo o difundiendo lo que se está haciendo- 
para colaborar en esta área. 


Antes de comenzar la presentación, quería informarles que el señor Senador Gallo concurrió 
a Una reunión en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero viene en camino, y los otros dos 
Senadores que integran la Comisión lamentablemente no pudieron concurrir. 


Sabemos que tienen preparada una exposición un tanto extensa, por lo que les cedemos el 
uso de la palabra para que puedan comenzar con la exposición de la temática que nos convoca. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Me llamo José Clastornik y soy el Director Ejecutivo de la AGESIC. Me 
acompaña el ingeniero Víctor Villar, integrante del Directorio del Consejo Directivo Honorario de la 
AGESIC. 


Pregunto a los señores Senadores si prefieren que realicemos la presentación con 
PowerPoint o solamente de manera oral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejamos la presentación a vuestro criterio. 


SEÑOR CLASTORNIK.- El comentario que siempre hacemos con respecto al tema del gobierno 
electrónico es que va un poco más allá de lo que es la visión ciudadana, que lo asocia a los sitios web 
y a trámites y servicios electrónicos. Disponer de sitios web es una forma de acceder a la información 
pública, que se puede visualizar en un contexto de transparencia, de rendición de cuentas, de 
participación ciudadana y, en definitiva, de fortalecimiento democrático. Estamos hablando de trámites 
y servicios electrónicos más un enfoque de eficiencia y eficacia planteado por la vía de múltiples 
canales, abiertos las veinticuatro horas del día, lo que implica, de alguna manera, la transformación del 
Estado. 


La visión moderna del concepto de gobierno electrónico tiene que ver con otros contextos y, 
en general, se habla de otros aspectos. Uno de los ejemplos que solemos citar es el de las 
constancias, como puede ser una partida de nacimiento. Se puede trabajar apuntando a que la partida 
de nacimiento esté disponible, como un trámite, en internet y, entonces, la persona puede pedirla por 
esa vía y que se la lleven a su casa por correo. Esto puede implicar una mejora sustantiva en lo que es 
la relación del individuo con el Estado. Pero si uno analiza la situación de un Estado que comparte la 
información, en realidad llega a la conclusión de que el mejor trámite de partida de nacimiento es el 
que no se pide, es decir, cuando la persona no sabe que ese trámite existe, lo que implica que los 
organismos se traspasen entre sí la información correspondiente. O sea que lo mejor, desde nuestro 
punto de vista, reitero, es que sólo sepamos que existe el trámite de sacar la partida de nacimiento si 
tenemos, por ejemplo, que viajar al extranjero; en todas las demás situaciones, la existencia del trámite 
revela que hay un Estado que no está pudiendo compartir su información. 


Otro ejemplo es el de los proveedores. Se podría asignar una firma digital a un proveedor y 
organizar todo el manejo para que él, por ejemplo, se comunique electrónicamente con UTE y con 
otros organismos. Entonces, el día que el proveedor decide cambiar su sede, debe informarlo en 
muchos lados distintos. La otra opción es implementar un registro de los proveedores que sea único y 
con el que todo el Estado se maneje. Así, desde el punto de vista del empresario se tendría una visión 
única hacia el Estado y viceversa, es decir que también habría una visión única del Estado hacia el 
proveedor. O sea, podemos conocer todas las vinculaciones que tuvo esa empresa con el Estado, con 
el consiguiente cuidado en lo que respecta a sus actuaciones como empresa proveedora. 


Ver al Estado como uno solo cambia la dinámica de todos estos temas porque, por ejemplo, 
aparece la necesidad de que los datos interactúen. Pero cuando hablamos de que los datos 
interactúen, se debe visualizar, por ejemplo, que no es lo mismo cómo está escrito el nombre de una 
persona en un lugar que en otro. Es decir, en determinado sector se puede disponer de un único 
campo para nombre, segundo nombre, primer apellido y segundo apellido mientras que en otro puede 
haber cuatro campos distintos. A esto se agrega la interrogante de cuál es el largo de esos campos y 
qué seguridad existe en el manejo de esa información. 


Esto indica que la complejidad es de una dimensión muy grande, pero si se visualiza el 
beneficio, se podrá descubrir que es gigante. Ahora bien, la complejidad no es sólo técnica, sino 
también legal, pues entre otros se debe tener en cuenta el derecho del ciudadano. ¿Hasta qué punto 
se pueden juntar esos datos sin que afecten el derecho a la privacidad? ¿Hasta qué punto podemos 
tener un Estado que utilice esa información, que sirve para que al ciudadano no se le exijan 
actuaciones que no sean necesarias? ¿Y hasta qué punto el Estado tiene que estar controlado para 
que esas acciones se realicen en un marco razonable? 


Quiero señalar que cuando hablamos de un Estado integrado, no estamos pensando solo en 
la integración hacia adentro, sino también en que debe vincular a los ciudadanos. Por ejemplo, se 
podría pensar que cuando se inicia un trámite electrónico, se finaliza con la notificación mediante un 
telegrama o con la firma de un escribano. Sin embargo, ¿cómo hacemos para integrar al ciudadano al 
sistema electrónico y para comunicarnos por ese medio? Dicho de otra manera: ¿cómo hacemos para 
poder emitir una notificación electrónica? ¿Cómo hacemos para que exista un domicilio electrónico? 
¿Cómo hacemos para mapear electrónicamente lo que durante 200 años de historia hemos construido 
en papel? Queda claro, entonces, a qué punto puede llegar el trámite electrónico. 


También existe un nivel de comunicación electrónica de Estado a Estado. ¿Cómo nos 
comunicamos con otros Estados para que la transmisión de datos no tenga fronteras físicas? Hoy, en 
la sociedad de la información y el conocimiento, la verdadera frontera no es una cuchilla, una montaña 
o un río, sino los mecanismos de intercambio tecnológico y si disponemos de ellos para 
comunicarnos. Por ejemplo, si queremos que exista compatibilización aduanera para la exportación, si 
queremos que haya compatibilización en lo que respecta a la seguridad social, necesitamos realizar 
determinados ejercicios que pasan, entre cosas, porque el documento que es válido en Uruguay desde 
el punto de vista legal y tecnológico, también lo sea en Argentina; todo ello se sintetiza en que 
tengamos una cadena de confianza con la que se pueda mapear los documentos requeridos. Si 
tomamos como referencia la cadena productiva, podríamos decir que para lograr un gobierno y un 
comercio electrónicos necesitamos agregar los eslabones que faltan. Un eslabón sería, por ejemplo, el 
intercambio de información. Pensemos en un proyecto de historias clínicas electrónicas. ¿Cómo 
hacemos para que los datos clínicos se integren razonablemente? ¿Cómo hacemos para que los 
documentos y firmas sean compatibles y haya una validez jurídica y tecnológica en el intercambio? 
¿Cómo nos comunicamos y notificamos electrónicamente? ¿Cómo pagamos en forma electrónica? O 
sea, todos esos componentes forman parte de una estructura que va más allá de la realización de los 
trámites y servicios a nivel del software, ya que implica una acción en el marco normativo, en el 
jurídico, en el institucional y en el tecnológico; por supuesto, los primeros son el institucional y el 
jurídico. Aclaro que me basé en el esquema que tiene la ITU -dependiente de la Organización de las 
Naciones Unidas, pero especializada en telecomunicaciones- a nivel de generación de seguridad, que 
habla de los siguientes pilares: medidas legales, técnicas y procedimientos, estructuras organizativas, 
creación de capacidad y cooperación internacional. Es decir, la generación de un marco de confianza - 
punto crítico para lo que son las telecomunicaciones y el mundo de la sociedad de la información- 
requiere los pilares antes mencionados. 


A modo de resumen, quiero decir que el gobierno electrónico es más que crear portales, o 
sea, no se trata solamente de hacer un trámite o crear un sitio web, sino de generar toda la parte que 
no se ve, a nivel de interoperabilidad e inclusión digital. Cabe preguntarse, por ejemplo, qué sucede si 
hacemos todo esto y los niños o sus padres no tienen el insumo como para poder acceder 
electrónicamente al Estado, o sea, si no hay conectividad suficiente. Con esto intento establecer que 
para tener una real política nacional de gobierno electrónico se necesita cubrir una serie de factores. 


La estructura del gobierno electrónico se define en cuatro dimensiones. Una es la ciudadanía 
digital y, al respecto, hay una frase que siempre repetimos: no hay gobierno electrónico sin ciudadanos 


electrónicos. Para nosotros, el Plan Ceibal, en el inicio, es un proyecto de inclusión digital crítico para 
los niños y sus familias actuales, pero también para las nuevas generaciones, pues estamos dando un 
insumo de conexión a internet. Justamente, el día del nacimiento de AGESIC, como primer ejemplo nos 
referimos a los padres de los chicos de Cardal, que ya estaban usando notebooks. 


Otra dimensión es la simplificación de procesos, que es lo más tradicional que se puede ver; 
aquí está incluido todo lo que tiene que ver con trámites y servicios electrónicos y la informatización a 
nivel de las organizaciones. De acuerdo con el concepto de gobierno electrónico, dentro de los 
proyectos en los que se esté trabajando, las organizaciones siempre focalizan y privilegian a los 
ciudadanos. Por tanto, cuando uno trabaja en un gobierno electrónico, mucho más importante que el 
back office, que un sistema de contabilidad, es el beneficio neto a la ciudadanía. 


Lo que resta mencionar son la normativa regulatoria y la dimensión tecnológica. La normativa 
regulatoria tiene un foco clarísimo -tomamos como referencia a España- que es llegar a pautar el 
gobierno electrónico como derecho ciudadano. Aquí se trata de conceptualizar que el acceso a la 
Administración Pública a través del gobierno electrónico es un derecho ciudadano y no una dádiva del 
Estado. En cuanto a la dimensión tecnológica, hay una medida estándar según la cual las soluciones 
deben ser confiables -pues si no hay confiabilidad, se cae todo el sistema- efectivas y eficientes. Esto 
significa que se debe encontrar la forma para aprovechar los recursos del Estado, compatibilizando 
cómo se compra y juntando las compras cuando es posible, o sea, haciendo economía a nivel del 
Estado. 


La ciudadanía digital y la simplificación de los procesos son las dimensiones que tienen 
relación con la visión ciudadana; la normativa regulatoria y la tecnológica son las dimensiones que 
generalmente no se ven. Durante muchos años, la definición que se daba en todos los proyectos de 
gobierno electrónico se focalizaba en lo que se ve, o sea, en la ciudadanía digital y en la simplificación 
de los procesos; aunque no tenían carácter nacional, se trataba de proyectos de impacto inmediato que 
tuvieran en cuenta los cimientos, que muchas veces tienen poca repercusión en la imagen pública, 
pero son los críticos para la proyección a largo plazo. 


Si bien de nuestra parte trabajamos todos los aspectos, debo decir que hicimos mucho 
hincapié en la normativa regulatoria y en la dimensión tecnológica. Eso pudimos hacerlo porque se nos 
dio el espacio político para ello, pero conseguimos que muchas de las cosas se hicieran en consenso. 
O sea que todo el marco normativo regulatorio que se aprobó, se hizo por consenso dentro del 
Parlamento e, incluso, con los otros Poderes del Estado. Esto quiere decir que hay una especie de 
política de Estado no oficial definida a través de muchas de las cosas que nosotros hicimos. 


Las cuatro áreas tienen distintos públicos objetivos. Tenemos la ciudadanía digital, que está 
constituida claramente por la ciudadanía; el área de Trámites, Servicios y Fortalecimiento de las 
Organizaciones refiere a los organismos del Estado; Normas y Regulaciones lo constituyen los 
institutos regulados que pueden ser, por ejemplo, desde empresas de certificación electrónica hasta 
aquellas que tienen bases de datos, pasando también por la administración pública en lo que es 
acceso a la información pública. Por último, en lo tecnológico, nuestro público específico lo constituyen, 
por decirlo de algún modo, los que entienden un poco más de tecnología. 


Si lo miramos en el tiempo, las cuatro extensiones que tenemos en la transparencia se 
fueron dando de la siguiente manera: en primer lugar, en la informatización de la administración 
pública, y se dio como un proceso entre los años 80 y 90, que tuvo una visión transversal con la 
aparición de la Comisión Nacional de Informática en la época del ex Presidente Lacalle Herrera. En 
segundo término, la temática de la ingeniería de procesos tuvo una visión transversal desde 
Presidencia en lo que fue el CEPRE. En tercer lugar, la visión de ciudadanía digital se tuvo durante el 
Gobierno del ex Presidente Batlle con la creación del Consejo de Sociedad de la Información, que tenía 
a Pablo Valenti en el inicio de Uruguay en Red. 


La verdad es que la idea del marco normativo con una visión transversal es nueva; lo que se 
hace con el lanzamiento de la AGÉESIC es tomar las potestades que se habían generado para esas tres 
institucionalidades y agregarle nuevas potestades a partir de su lanzamiento. Este proyecto surge en el 


Presupuesto del año 2005 y se formaliza en setiembre de 2007 con los decretos reglamentarios. Fue 
parte de una propuesta de un grupo asesor de Tabaré Vázquez en tecnología en información. 


La transparencia que analizaremos a continuación sería la que deberíamos dejar a lo largo de 
toda la reunión, porque cada uno de sus títulos da para una presentación en sí mismo. Procuraré ser 
muy breve para dejar un espacio abierto a las preguntas y hablar un poco más de lo que estamos 
proyectando. 


Anivel de ciudadanía digital, primero se generó un programa y una agenda digital. Lo cierto es 
que los temas de sociedad de la información son complejos porque, en realidad, se juntan muchas 
agendas: educativa, de telecomunicaciones, de Gobierno electrónico, de salud, etcétera. Si se quiere, 
se intenta rescatar allí los proyectos que son coherentes entre sí y se les procura dar cierta 
racionalidad. Se trabajó en la generación de una agenda digital de encuesta y para ello se contó con el 
apoyo del INE en encuestas continuas de hogares. Cabe destacar que la agenda digital es un 
instrumento mundial -no es solamente del Uruguay- que surgió en la Cumbre Mundial de la Sociedad 
de la Información. Lo que hicimos fue trabajar en los insumos para alimentar eso y en un proceso de 
consultas para laudar. Fue muy importante el tema de la encuesta continua de hogares, porque los 
números reflejados reposicionan a Uruguay en el mundo respecto de los números reales. Ello es así 
porque parte del trabajo que uno hace en una agenda es ver cómo son los instrumentos de medición 
de los otros países, con el fin de tener mejores prácticas, pero también para ver cómo otros reflejan 
nuestra realidad a los efectos de ver cómo se muestra el Uruguay en el exterior. 


Se trabajó en lo que son los estándares de la web pública nacional. En esos focus groups, 
encuestas, etcétera, se trabajó en encuestas específicas sobre los sitios web. Hemos encontrado que 
no hay demasiado conocimiento acerca de lo que hay en los sitios web. Muchos trámites se han hecho, 
pero no están reflejados, porque no están fácilmente accesibles o porque los buscadores del exterior 
no los mostraban. Entonces, trabajamos en generar un buscador con la tecnología de primer nivel que 
hay en el mundo, pero que estuviese pautado en función de lo que a nivel de Uruguay y con la 
soberanía nacional podemos hacer. Ya se compró tecnología de Google en particular. Pero hay un 
nuevo portal, un nuevo buscador del Estado que alimenta automáticamente, a nivel de buscador y de 
diseño de páginas por área temática, el acceso a todos esos trámites y servicios. En las encuestas que 
realizamos, el nivel de trámites y servicios que había era cuatro veces superior a lo que se estaba 
explicitando. Es decir que era importante “disponibilizar” esto hacia los ciudadanos. 


Por otro lado, somos el segundo país de Latinoamérica, después de Brasil, en trabajar en los 
estándares de usabilidad y accesibilidad. En concreto, el término “accesibilidad” refiere a dar a las 
personas con dificultades de visión las herramientas necesarias para que tengan la posibilidad de leer 
los sitios web. La forma en que se hacen los sitios web pueden ser compatibles o no con esas 
herramientas y estamos trabajando para que lo sean. El término “usabilidad” refiere a una temática 
distinta: cómo hacer para que los ciudadanos puedan acceder más rápidamente a los temas que 
buscan. 


También se está trabajando mucho en capacitación, tanto a nivel de ciudadanía digital como 
de fortalecimiento institucional. Se está capacitando mucho en los organismos del Estado; hay miles y 
miles de personas que han pasado por los cursos que estamos haciendo. Comenzamos comprando 
cursos hechos y pusimos un área de cursos en línea en el INAP. Justamente, fue noticia la semana 
pasada los cursos en línea que estaba haciendo la Policía para todos sus funcionarios. Hay una 
reutilización de las capacidades de escuela virtual, si se quiere, dentro de los sistemas que se han 
dado. 


Se ha comprado un sistema de expediente electrónico para "disponibilizarlo" para todo el 
Estado. Incluso, tuvimos una reunión hace dos o tres semanas aquí para "disponibilizarlo" para el 
Parlamento. 


Se trabajó en fondos concursables en 24 proyectos de distinta índole. Hay una Comisión que 
en el período anterior estaba integrada por la OPP, el MEF y nosotros y ahora agregamos a la Oficina 
Nacional de Servicio Civil en lo que es la evaluación de los fondos concursables. Están en marcha 
proyectos que van desde las escuelas virtuales que mencionaba a sistemas de inteligencia comercial 


en el Ministerio de Relaciones Exteriores y la "disponibilización" de sistemas georreferenciados que 
permitan ver de un padrón cuál es la legislación que se tiene, para el MVOTMA. Se trabajó también en 
sitios web de museos virtuales; ahora tenemos un proyecto de expansión de las dos experiencias que 
se tuvieron para todos los museos del MEC. Es decir que hay toda una serie de proyectos, muy lindos 
y de muy corto plazo; en general son de cuatro a seis meses. Se concursa por ese proyecto, se 
gestiona el financiamiento en base a un fondo BID, y se hace disponible para la ciudadanía. 


Desde el punto de vista de organización, hemos trabajado en lo que es la modelización de las 
organizaciones en base a lo que se llama “modelos de madurez”. Concretamente, se trabaja en cómo 
el área de tecnología de la información de un Ministerio, de un ente público o de una unidad ejecutora 
debería estar constituida, con herramientas de análisis de capacidades y de planificación estratégica 
para su crecimiento. Como ya lo he dicho, se ha capacitado mucho. En una visión transversal, 
quisimos que hubiera tecnología disponible para todo el Estado. Por ejemplo, la Contaduría tiene -o 
tenía, porque ya la está finalizando- una red que conecta a todos con el SIIF; la Dirección General 
Impositiva tiene su propia red y el Banco de Previsión Social estaba armándola. Entonces, decidimos 
hacer una única red, porque aquello implicaba un costo, no sólo de ANTEL, es decir, de las 
telecomunicaciones, sino también de gestión de cada una de esas redes. Para ello creamos una red 
de última tecnología, con capacidad para encriptación de datos y que pudiera contener redes virtuales 
dentro de cada una de ellas, y la dejamos disponible para todas las unidades ejecutoras. Esta red se 
denomina Reduy. Luego, para que la implantación de la interoperabilidad que mencionamos fuera más 
fácil, generamos un esquema a través de la conexión entre programas dentro del Estado. Cabe acotar 
que lo pusimos en un lugar intermedio, con un control de acceso único para que se ingrese a ese lugar 
con un solo nivel de seguridad y no se deban recordar veinte contraseñas distintas cuando se opera 
desde adentro del Estado. 


Un tema mayor es que estamos elaborando una infraestructura nacional de claves públicas, 
lo que está asociado con el marco legal de certificación electrónica. En este sentido, quiero recordar 
que hace un año y medio, a propuesta del Poder Ejecutivo y con el visto bueno del Poder Judicial, el 
Parlamento aprobó, por consenso, una ley de firma electrónica. Esta normativa presupone la 
generación de infraestructura de claves públicas, que es algo así como el garante de seguridad de 
todos aquellos a los que la regulación permita otorgar firmas digitales. 


SEÑOR VILLAR.- En síntesis, en cuanto a la validez de la firma digital, se trata de brindar garantías 
iguales a las que existen en los medios tradicionales. Así como antes un escribano certificaba la firma, 
ahora, en el mundo digital, existe toda una infraestructura para garantizar que una firma es válida y 
pertenece a determinada persona. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Quiero señalar que este proyecto se está elaborando en consenso con la 
Unidad Reguladora -organismo desconcentrado de la AGÉESIC- y con todas las unidades que hacen el 
mismo trabajo dentro del MERCOSUR. La iniciativa está incluida dentro del MERCOSUR Digital y 
pretendemos llegar a algún tipo de producto de intercambio, como puede ser una factura o documento 
electrónico, que pase obligatoriamente por esa infraestructura de claves públicas compatibles entre los 
cuatro países, esto es: Brasil, Paraguay, Argentina y Uruguay. 


SEÑOR VILLAR.- A modo de ejemplo, esto sería así: si en Argentina se recibe la factura de un 
proveedor de Uruguay firmada digitalmente, la infraestructura digital de ese país podría realmente 
validar que ese proveedor es de nuestro país y pertenece, efectivamente, a la persona que se indica. 
Todo esto implica un mecanismo de coordinación y de compatibilización de las infraestructuras. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Al respecto, quiero señalar que no sólo se trata de la firma electrónica, sino 
también del estampado del horario. Por ejemplo, si una licitación está abierta veinticuatro horas y el 
plazo de cierre es a las O horas, no es lo mismo, en microsegundos, las 23:59:59, que las 0:00:01 
horas. Por ello, como parte de la temática del MERCOSUR, estamos trayendo relojes atómicos. 
Actualmente, la hora oficial está bajo la órbita de la Dirección de Meteorología, pero entendemos que 
debería formar parte de la División de Metrología, en el Ministerio de Industria, Energía y Minería, la 
que debería coordinar con el LATU o con la entidad que correspondiere. De cualquier manera, 
pensamos que es pertinente realizar este cambio con respecto a la hora oficial. 


En cuanto al marco jurídico institucional, también se aprobó por consenso una ley de 
protección de datos personales. Una de las máximas que teníamos con respecto a esta norma era que 
hubiera una adecuación con Europa, lo que implicaba que la transferencia de datos se asumiera de 
forma transparente. Al igual que con la firma digital, está el concepto de que existen unidades 
reguladoras que son compatibles en el tratamiento de los datos personales. Por nuestra parte, tenemos 
el OK técnico de esa norma y ya está en la instancia política, por lo que estamos a pocos meses de la 
eventual promulgación. Cabe acotar que el único país que tiene esto es Argentina, y lo cierto es que, 
en ciencia y tecnología, se trata de un punto clave para poder atraer a todas las industrias de bienes de 
proceso outsourcing. O sea que toda industria que implique investigaciones clínicas en el manejo de 
datos personales, como los call centers o servicios financieros, estará cubierta por esa ley. Para 
nosotros, tuvo un costo importante, porque implicó una política bastante restrictiva en protección de 
datos -no podía darse una política de autorregulación- pero lo positivo es que hemos hecho todas las 
instancias de lobby y la Comisión técnica ya lo ha aprobado. 


En lo que tiene que ver con la seguridad, cabe destacar la creación de un centro de 
respuesta de incidentes informáticos, que trabaja en la detección temprana de las actividades de los 
hackers, es decir, en la detección proactiva; sería algo así como el trabajo de los bomberos pues, en 
definitiva, se trata de la defensa cuando hay un ataque de hackers, y el análisis posterior de los temas. 


Asimismo, hay una contextualización de seguridad en la información, que va mucho más allá 
de lo que es la pelea con los hackers. La institución está activa, y muestra de ello es, por ejemplo, que 
hoy El Salvador solicitó cooperación internacional a través del Ministerio de Relaciones Exteriores para 
que lo ayudemos a armar su CERT, ya que actualmente sólo hay cuatro en Latinoamérica. 


Las otras dos unidades reguladoras que se crearon son la de acceso a la información pública 
y la de firma digital. Quiero destacar -porque a veces se generan determinadas cosas y no se discute la 
temática- que hoy el acceso a la información pública tiene sólo dos referentes reales en Latinoamérica: 
México y Chile, y fundamentalmente en el caso de México, nace casi como un Poder independiente 
dentro del Estado, en un contexto completamente distinto al nuestro y muy asociado a la pelea contra 
la corrupción. Entonces, surge la pregunta de cómo nace el formato de esta unidad dentro del Poder 
Ejecutivo, más allá de que tenga cierta independencia. La respuesta es que el acceso a la información 
pública y la transparencia son parte de las buenas prácticas del gobierno electrónico, como también lo 
son la protección de datos y la seguridad de la información. Por tanto, si bien en un principio este era 
un tema raro, actualmente todas las unidades están juntando protección de datos y acceso a la 
información pública. Así lo está haciendo España, por ejemplo -país referente en materia de protección 
de datos- al igual que México y Chile. 


Si miramos los avances, podemos decir que estamos primeros en inclusión y en 
transparencia. A su vez, desde que nació la AGESIC, subimos 13 lugares, quedando terceros en 
Latinoamérica y ocupando el lugar número 36 en la región. 


La misión de la AGESIC es liderar la estrategia de implementación del gobierno electrónico 
del país como base de un Estado eficiente y centrado en el ciudadano, e impulsar la sociedad de la 
información y del conocimiento, promoviendo la inclusión, la apropiación social y el buen uso de las 
tecnologías. 


Por otra parte, quisiera mostrar a los señores Senadores las cuatro áreas de conocimiento 
que tenemos en cada una de las dimensiones. Cada área amerita una presentación igual o mayor que 
la que en este momento estoy llevando a cabo, pero la idea no es extenderme demasiado. La 
estructura funcional está generada en base a los círculos. Las unidades reguladoras actúan como 
desconcentrados. Su actuación es llevada adelante por dos personas que rotan cada cuatro años y por 
el Director Ejecutivo, que es el garante del relacionamiento con la AGÉESIC. 


En el nuevo formato -con el que trabajamos actualmente- estamos haciendo un plan 
estratégico para cada una de las unidades reguladoras y un plan de gestión -que será firmado por la 
AGESIC con cada una de ellas- para dar transparencia a las capacidades que se generan para ellas. 


En el 1er. Evento Internacional de Gobierno Electrónico anunciamos la nueva agenda digital. 
Esta es la tercera agenda digital, que incluye mucho de lo que tenemos que hacer en el gobierno 
electrónico en cuanto a acceso e inclusión, generación de capacidades, salud y marco normativo. Es 
importante que se entienda que la agenda digital es un mapa de ruta que prioriza parte de otras 
agendas -es una agenda de agenda- y es una agenda país. Por su intermedio estamos generando la 
posibilidad de dar un marco país en cualquier lugar y a través del cual se puede definir una estrategia 
clara y precisa a nivel del Estado. 


En cuanto a lo que el señor Senador manifestó hace un momento, voy a tomar algunos 
aspectos que visualizamos en el marco legal. La Unidad de Certificación Electrónica se constituyó 
hace unos pocos meses. El decreto reglamentario de la ley ya fue aprobado en la Unidad y deberá ser 
elevado al Poder Ejecutivo para su promulgación. Además, hay un decreto reglamentario para el 
intercambio de información y, en este sentido, establecimos algunos artículos dentro del nuevo 
Presupuesto. Con el intercambio de información se busca generar las capacidades para que 
determinadas instituciones no se amparen en el secreto tributario. Un ejemplo es la DINAPYME, que 
debe pedir a las empresas un papel de la Dirección General Impositiva, porque a ese organismo no se 
le puede pedir que expida un certificado. La propia DINAPYME no puede cumplir con sus cometidos y 
tomar información de la Dirección General Impositiva porque el secreto tributario ni siquiera permite a 
este organismo del Estado que establezca los rangos. El punto es compartir la información dentro de 
determinados contextos que la garanticen. 


En tercer término, existe un proyecto de decreto de procedimientos administrativos. 
Necesitamos cerrar la validez legal del expediente electrónico y de algunos trámites y servicios. En 
algún momento se pensó en realizar una modificación, pero en realidad es necesario hacer un nuevo 
decreto que complemente el Decreto N* 500 y dé validez a los instrumentos electrónicos que tenemos. 
El proyecto de ley de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos ha sido nuestra 
meta desde que empezamos. Para nosotros es el proyecto de ley más importante que queremos llevar 
adelante. Esta ley debe garantizar al ciudadano el acceso a la información, pero para ello hay que 
generar determinadas capacidades. Es probable que cuando salga esta ley algunos instrumentos 
queden a la espera de regulación ya que el Poder Ejecutivo debe definir en qué tiempo estarán 
vigentes algunas de las obligaciones, porque todas no se podrán cumplir. Sabemos que se trabajará en 
determinados proyectos que para nosotros son muy importantes. Por ejemplo, para las notificaciones 
electrónicas se pretende que haya una casilla de correo con carácter oficial -del mismo modo que lo 
hizo el Poder Judicial y que acaba de pedir el Tribunal de lo Contencioso Administrativo- en lo que 
refiere a la relación con los abogados, con un único formato, con las mismas características para todo 
el Estado y que sea compatible con la firma electrónica en todos sus componentes. 


Asimismo, se plantea trabajar en todo lo relativo a sede electrónica y domicilio electrónico. 
Quiere decir que hay una serie de elementos que nos obligan a mapear la realidad frente a la realidad 
electrónica. 


En definitiva, no vamos a pedir al ciudadano información que el Estado ya tiene. Por su parte, 
el ciudadano va a tener derecho a acceder a todas las instituciones públicas durante las 24 horas de 
los 365 días del año. Esa es la gran meta que tenemos a nivel del derecho de la persona; a su vez, 
pretendemos que el cien por ciento del trámite se realice en forma electrónica. En síntesis, esas son 
las tres cosas que queremos lograr. 


Por otra parte, el proyecto de ley de derecho ciudadano al acceso a la administración 
electrónica llegará este año al Parlamento. 


Otra iniciativa muy importante es la de comercio electrónico, que está proyectada para el año 
que viene. Esta norma va a regular otros instrumentos que nos está faltando analizar. Este tema está 
en discusión, pero podemos adelantar que va más allá de lo que es la facturación electrónica. 


Por otro lado, tenemos otros temas a considerar. A título de ejemplo, podemos citar todo lo 
relativo a la protección de datos personales. Al respecto, desde hace un tiempo existe en la órbita del 
Parlamento una norma que fue redactada en acuerdo con el Banco Central del Uruguay y que incluye 
temas relacionados con la iniciativa de protección de datos. Esta iniciativa otorga al Banco Central las 


potestades que necesita para trabajar y, precisamente, es compatible con la protección de datos. No 
sabemos si plantear que este tema sea incluido en el articulado de la Rendición de Cuentas o pedir al 
Parlamento que agilice su aprobación a efectos de compatibilizar la operativa del BCU. 


Por otra parte, quizás sea necesario aprobar algún artículo para compatibilizar el 
MERCOSUR con el Grupo SGT13. Precisamente, este Grupo quiere aprobar algún marco legal que no 
es compatible con lo que nosotros estamos tramitando a nivel del MERCOSUR, pero estamos 
analizando la posibilidad de negociar una norma intermedia y, para ello, es posible que se requiera 
alguna modificación al texto legal vigente. 


Por otro lado, va a ser necesario aclarar lo que son fuentes públicas de datos. Por ejemplo, 
nosotros tomamos como fuente pública de datos a la guía oficial de ANTEL. Esto implica que, en ese 
contexto, no hay que guardar secreto y confidencialidad sobre el teléfono. Hay que hacer determinadas 
prerrogativas porque hay temas a tener en cuenta que están relacionados con la gente que vive de la 
venta de datos y que están muy en el límite de esa iniciativa. 


Asu vez, hay que evaluar toda la temática relativa a los delitos informáticos. En este sentido, 
se están sugiriendo ciertos marcos legales. Creo que amerita analizar si no hay cierta necesidad de 
aprobar un marco legal específico, no desde el delito sino desde el ciber delito. 


En síntesis, pensamos que el gobierno electrónico es más que una serie de trámites, 
servicios y algunos portales. La complejidad es grande, pero nosotros siempre tratamos de buscar la 
forma de hacer fácil algo que es naturalmente complejo. Nuestra máxima es lograr que el gobierno 
electrónico sea visto como un derecho ciudadano; siempre hemos trabajado teniendo en cuenta ese 
horizonte. 


Pensamos que hemos hecho muchísimo -no sabemos cuánto les hemos trasmitido- pero 
quedan numerosas cosas por hacer, no solo por la AGESIC, sino por todos los que tienen que hacer 
trámites relacionados con el servicio electrónico. 


Les agradecemos la atención prestada y quedamos a las órdenes para cualquier consulta 
que los señores Senadores deseen realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, ustedes piensan que la primera iniciativa, que serviría de 
marco para un gran número de cosas que se hicieron, ingresaría en el correr de este año al 
Parlamento. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Sí, señor Presidente; por necesidad y por interés político del Poder Ejecutivo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Cuenten con nosotros para ello. 


SEÑOR AGAZZI.- Antes que nada, quiero agradecer a los representantes de la AGESIC por su 
asistencia y por la presentación realizada, así como pedirles disculpas por mi estado de salud. 


Para nosotros es muy importante que la AGESIC nos mantenga informados, porque pueden 
precisar que el Parlamento tome decisiones y porque creo, como parte de la sociedad, que debemos 
estar al tanto de lo que están construyendo. En realidad, lo que denominan sociedad de la información 
es totalmente distinto a lo que tenemos hoy. Si ahora tenemos que tomar un ómnibus para ir a una 
oficina a hacer un trámite, para luego tener un papel guardado, cuando todo esto funcione -que es 
como un mundo ideal- viviremos de manera diferente. Actualmente la ciudadanía -nosotros incluidos- 
está acostumbrada a trasladarse, hacer trámites y guardar información a la manera de la tecnología 
actual. La AGESIC está construyendo un mundo distinto en muchos aspectos. Por ejemplo, se van a 
precisar muchos menos medios de transporte. Sin embargo, estimo que no será simple porque no 
vivimos en un mundo ideal. Cabe recordar que cuando en el Parlamento se trató el tema de brindar 
información tributaria entre Estados, tuvimos una discusión bastante fuerte. ¿Cuál es la información 
que aceptamos dar, qué podemos pedir a otros o qué estamos dispuestos a dar? Son temas de 


nuestra civilización actual o de la que la AGÉESIC está formando para un futuro. Creo que lo bueno es 
que se juntan los dos mundos: el de los problemas reales que tenemos y el de las realidades que se 
quieren construir. 


A continuación, quisiera que se me aclarara cuándo fue la última Cumbre Mundial de la 
Sociedad de la Información y a qué nos obliga como Estado el haber participado en ella y ser actores 
de la construcción de todo esto. La otra pregunta que me gustaría realizar es: ¿cuáles son los 
inconvenientes u obstáculos más grandes que tienen para el trabajo? Hago la consulta porque nos 
han presentado una serie de resúmenes de resúmenes, es decir, algo muy simplificado como para que 
podamos entender las ideas más importantes. De todas maneras, me gustaría saber qué problemas 
tienen, porque ellos se deben a cómo está hoy almacenada la información -como decían los invitados- 
entre el Estado, los ciudadanos y las empresas, y cómo podemos hacer para ayudarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que se diera un breve pantallazo sobre la implementación del 
expediente electrónico en los diferentes organismos del Estado, para complementar la información. 


SEÑOR CLASTORNIK.- En primer lugar, quiero decir que estamos totalmente conscientes de las 
distintas características de la implantación que comentaba el señor Senador. Como referencia de ello, 
el día en que se generó el pago a los jubilados en el BPS, se habían olvidado de que realizar esa cola 
una vez por mes significaba una fiesta y no fue positivo para aquellos a quienes les quitamos la 
oportunidad de encontrarse todos los meses con esas personas. Es imposible pensar en esto sin 
entender el impacto ciudadano que hay. Se debe comprender que hay distintas ciudadanías y que 
todo se analiza en función de ello. Simplemente debemos saber que habrá una ciudadanía “Ceibal” a la 
que le va a resultar tan natural que, lo que no está, no estará dentro de sus paradigmas. Pero en lo que 
sí estamos totalmente de acuerdo es en que se deben tener distintos instrumentos. Por ejemplo, uno 
de los temas del que no hemos hablado es, justamente, una de las herramientas tecnológicas a la 
que hay que dar más fuerza. Me refiero a los celulares porque, obviamente, es uno de los 
instrumentos de los que más se ha apropiado la gente. 


Con respecto a los inconvenientes que tenemos, en primer lugar mencionaría la necesidad 
de generar soluciones y capacidades para distintos públicos y esto hay que tenerlo siempre presente. 
Por esa razón trabajamos mucho con focus groups y con encuestas para entender las reacciones que 
tiene la gente. De esta forma se puede visualizar, por ejemplo, que la reacción a un trámite y servicio 
electrónico puede ser positiva o negativa, también en función de determinados ítems como la falta de 
actualización de la documentación en sitios Web. Puede pasar que la persona vaya a hacer 
determinado trámite, lleve los documentos que se indican en el sitio Web, pero en el lugar le exigen 
otros. La pregunta que surge es por qué no se está dando eso. Aquí surge el segundo de los graves 
problemas que tenemos: la necesidad de sustentabilidad de estas políticas en los organismos. 
Concretamente, la necesidad de sustentabilidad no es solo informática, sino también a nivel de 
recursos. Siguiendo con el ejemplo del sitio Web, una persona escribió los trámites que se 
necesitaban, pero hubo alguien que no administró la información de forma actualizada. Por esta razón, 
es muy importante tener las capacidades institucionales en todas las unidades que le den sustento a 
esto y, en particular, también es necesario que esto ocurra a nivel de tecnología. Se necesita que haya 
capacidades a nivel tecnológico que le den sustento a la reingeniería actual y sustentabilidad futura a 
los proyectos que posteriormente se vayan a realizar. Entendemos que esa sustentabilidad se debe 
garantizar desde los órganos transversales como la AGESIC, generando modelos que definan cómo 
deben ser las estructuras razonables y, a su vez, facilitar el trabajo a esas organizaciones. Por 
ejemplo, si nosotros le damos disponibilidad a determinado servicio de tecnología -que no es necesario 
que se encargue de eso- y se focaliza exclusivamente en la sustentabilidad de los grupos que se tienen 
como contraparte, se tendría un Estado mucho más eficiente. Anteriormente, mencionamos el ejemplo 
de las redes. Concretamente si hacemos una sola red y eliminamos las otras significa que vamos a 
tener más técnicos con mayor capacidad de concentrarse en la sustentabilidad de determinados 
proyectos que sí requieren de esos valores. 


El otro tema -y ahora sí cerrando el aspecto de la sustentabilidad de esos organismos- que 
tenemos planteado es conformar los equipos humanos de esos organismos, en particular, en temas de 
tecnología de la información, en un momento en que hay desocupación cero y existe competencia 
fuerte por esos recursos y la Administración Pública no tiene los mejores sueldos como para generar 
esa retención. En forma genérica, estaríamos hablando de generación de capacidades a nivel de 


público e instituciones que interactúan dentro del Estado, generación de capacidades dentro del 
Estado, generación de capacidades a nivel de los informáticos y su retención, porque son claves para 
la sustentabilidad futura. 


SEÑOR VILLAR.- Básicamente quería agregar que, desde el inicio, una de las preocupaciones en 
AGESSIC tenía que ver con brindar ciertas herramientas para facilitar la instrumentación de los aspectos 
a los que se refería recién el Ingeniero Clastornik. O sea, es bueno capacitar a los organismos, pues 
las capacidades tecnológicas del Ministerio de Transporte y Obras Públicas son muy disímiles a las de 
Educación y Cultura o las de Industria, Energía y Minería; me refiero al personal en tecnología de que 
pueden disponer y a qué tipo de proyectos pueden asumir. 


La idea era brindar un marco tecnológico y apoyo para ir igualando las capacidades en los 
distintos Ministerios, con el objetivo de que puedan afrontar este tipo de desafíos. Por ejemplo, hay 
lugares que tienen cincuenta personas en el área de tecnología mientras que otros tienen tres. Es muy 
difícil pedirle a ese organismo que tiene tres personas que "disponibilice" trámites o servicios a otro 
organismo, en el marco de lo que veníamos hablando. 


Por tanto, es necesario fortalecer a esos organismos y facilitarles herramientas e 
instrumentos para que puedan trabajar con más facilidad en el mundo actual. 


SEÑOR CLASTORNIK.- El proyecto de expediente electrónico tiene cuatro o cinco grandes 
componentes para analizar. Uno de ellos tiene que ver con la definición de estándares de intercambio. 
Es un componente normativo que apunta a encontrar la forma para que las distintas instituciones 
dialoguen entre sí en torno al tema de los expedientes electrónicos. A esos efectos, se trabajó con la 
definición de un estándar de interoperabilidad a nivel de expediente. 


El segundo componente es un software de ruteo y trazabilidad para que el usuario pueda 
tener una especie de ventanilla única para saber dónde está su trámite. La idea es que el usuario no 
necesite saber de antemano dónde está el trámite para ingresar en la página del organismo 
correspondiente, sino que cuente, como dije, con una especie de ventanilla única que aproveche los 
estándares de interoperabilidad para saber dónde está su expediente. 


El tercer componente tiene que ver con "disponibilizar" al Estado un software sin cargo para 
las múltiples aplicaciones. Esto no significa que deba ser obligatorio sino que se implemente una 
modalidad tal que implique, por lo menos, que el software y su aplicación sean sin cargo para la 
institución que lo requiera. 


El cuarto componente es un mecanismo de fondos concursables destinados a la contratación 
de consultorías para la implantación del expediente electrónico, que tiene distintos contextos de uso. 
Precisamente, uno de esos contextos de uso es, básicamente, documenta. Se toma el expediente tal 
como está, se lo escanea -por decirlo de esta manera- y se trabaja con él como si fuese una imagen. 
Pero hay formas más complicadas, más complejas como, por ejemplo, trabajar con rutas sugeridas, 
críticas u obligatorias, donde se define un flujo específico para el expediente o trámite. Esto ya sería 
una reingeniería de procesos aplicada sobre la implantación de un expediente electrónico. Si solo se 
trabaja el documento, lo que se hace es facilitar el no traslado; si se trabaja en lo que es el flujo, se 
mejora el proceso. Como dije antes, son distintos contextos. 


Por otra parte, quiero decir que se han contratado consultorías para hacer esos análisis en 
algunas organizaciones. En particular, se trabajó en un plan piloto en los Ministerios de Salud Pública y 
de Industria, Energía y Minería. Podría decirse que son los Ministerios que “sufrieron” -por decirlo así- 
el arranque de la aplicación de ese plan piloto como parte de un esquema conocido. Luego se siguió 
con AGESIC y el Instituto Nacional de Colonización y tenemos un acuerdo firmado en este sentido con 
el Tribunal de Cuentas. En este último caso, la implantación de expedientes electrónicos seguramente 
será la de más impacto en la función pública. 


El quinto componente tiene que ver con que todos los procesos que estas consultoras están 
documentando se incluyen en una biblioteca de proceso disponible. Ya tenemos cientos de procesos 


documentados o sea que en el futuro, cada vez que analicemos un nuevo lugar, tendremos menos 
trabajo de invento y más de revisación de procedimientos que ya existen. 


No sé si he respondido suficientemente la pregunta formulada. 


Cuando apareció todo el proceso de internet y se vio que iba a ser como una avalancha, 
comenzaron a darse grandes discusiones que hoy están tan vigentes como en aquel entonces. Por 
ejemplo, a nivel primario: ¿quién gobierna internet? ¿Cómo se universaliza o se cuida el uso de 
internet? Hubo un procesó que duró cinco años y se llamó la Cumbre de Túnez. En el año 2003 se 
verificó un hito en Ginebra y luego, en el año 2005, en Túnez. Hoy por hoy existe un esquema de 
seguimiento por la vía de los global forums on internet -que es un evento anual- que se realizan en 
distintas partes del mundo, de los cuales han surgido mejores prácticas y mecanismos. En este marco, 
actualmente se evalúan los países en cuanto a cómo se están desempeñando. Pero, además de esos 
trabajos, surgieron indicadores. 


Dentro de las mejores prácticas tenemos la compatibilización de las agendas de 
telecomunicaciones, de educación, del gobierno electrónico, etcétera, en una agenda nacional que dé 
coherencia a todos los planes, lo cual es parte del problema. Ahora bien, hoy por hoy se discute mucho 
en internet la propiedad de nombres de dominios. Por ejemplo, si mañana alguien plantea tener una 
página que incluya “punto Canelones”, la interrogante es: ¿quién es el dueño del nombre, no como 
departamento de Canelones, sino como dominio? 


Otros temas en discusión son la regulación y la protección de datos personales, redes 
sociales, la pedofilia, etcétera. De repente, alguien puede copiar una foto de una red social y le pone 
otro nombre. ¿Qué niveles de privacidad existen? ¿Cómo se regulan internacionalmente estos temas? 
Otro ejemplo es el relacionado con el juego electrónico. En el país hay un esquema único de juego 
electrónico o regulación única desde la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas, pero uno puede 
estar aquí y jugar por internet. Los problemas de regulación sobre estos aspectos son infinitos y están 
en permanente discusión. 


SEÑOR VILLAR.- Por ejemplo, se puede dar a nivel laboral. Alguien puede hacer un trabajo a 
distancia y recibe un pago en dinero. ¿Dónde se pagan los impuestos? Cuando uno paga un servicio 
en el exterior, ¿dónde paga los impuestos? Hay una gran cantidad de cosas que no están definidas. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Detrás de cada posición se generan grandes lobbies de empresas que 
quieren determinadas cosas. Hay prácticas de lobbies de las empresas hacia los gobiernos y de los 
gobiernos con los gobiernos. Este es un tema bastante interesante, para el cual se podría dar una 
discusión específica, pues hay mucho en juego. 


SEÑOR AGAZZI.- En realidad, toda representación parte de la base de que se puede llegar a un 
estado distinto de intercambio de información de los derechos del ciudadano y de las obligaciones de la 
Administración y del ciudadano. Ahora bien, eso tiene una condición y es que todos debemos querer lo 
mismo. Nosotros, que hemos trabajado en la Administración del Estado, hemos podido observar que 
muchas veces el hecho de no tener la información disponible no es por un problema de falta de 
tecnología para hacerlo, sino de intereses concretos. Digo esto porque hay sectores a los que no les 
interesa este objetivo que tiene el gobierno electrónico, pues la información es poder y puede ser 
capturada por parte de actores que estén interesados en que no se divulgue porque, de lo contrario, 
dicho poder se licua o directamente se pierde. 


Justamente, yo preguntaba sobre los inconvenientes que tiene esto, porque quizás hasta la 
discusión de este tema sea buena para ir encontrando los problemas, además de para ir solucionando 
las cosas. 


Hago estos comentarios ya que, en lo personal, sufrí la falta de interés en la cristalinidad de 
la información en el Gobierno. 


SEÑOR VILLAR.- Obviamente, ese fue uno de los primeros problemas. En el nacimiento de AGESIC 
se planteó la necesidad de una institucionalidad que mirara el tema tecnológico de manera transversal. 
Esto partió de un relevamiento inicial del año 2005, en el que se detectó la compartimentación del 
Estado. O sea, cada una de las organizaciones tenía vida por sí misma; a nivel de tecnología no 
debían rendirle cuentas a nadie y trabajaban sobre sus propios datos, generado esto sobre una lógica 
de no haber nadie que dijera que la información no era propia, sino del Estado y, por tanto, debía 
compartirse. En realidad, no existía nadie a nivel del Estado que tuviera la potestad para reclamar ese 
tipo de cosas. Es decir que uno de los motivos fundamentales del nacimiento de AGESIC -y está dentro 
de sus cometidos- es, justamente, poder tener una visión transversal dentro de la Administración 
pública para romper esos lugares cerrados que no quieren compartir la información. Claramente se 
conjugaban intereses de muchos tipos -en ocasiones válidos, y en otras no- pero, en definitiva, la idea 
es ir por este otro camino. Es cierto que hemos tenido muchísimos problemas, algunos de los cuales 
fueron gremiales, pues no se quería dar la información; en realidad, la tecnología sí lo permitía, pero el 
gremio no. Aquí hay que tener en cuenta el tema de los derechos y por ese motivo se trabajó mucho en 
lo que es el marco normativo y legal, a efectos de que queden claros cuáles son los derechos y las 
obligaciones de los ciudadanos y del Estado, en cuanto a lo que es la información. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Lo que planteaba el señor Presidente tiene que ver con lo que se conoce 
como gestión del cambio, o sea, cómo se hace el cambio cuando se encuentra resistencia. Uno de los 
aspectos que nosotros visualizamos en el origen de la Agencia es que muchos de los temas se veían 
muy informáticos y tecnológicos, a pesar de que no lo eran y el problema era otro. En realidad, no se 
pueden resolver, a base de tecnología o de gestión de cambio sencilla, cosas que requieren un marco 
legal, institucional o de soporte a nivel de poder. Entonces, al decir que hay cuatro dimensiones y una 
normativa regulatoria a la par de la tecnológica, efectivamente es imposible hacer estos cambios si 
esto se ve sólo como un tema tecnológico. 


Por otra parte, puedo comentar que cada vez que estuvimos diseñando el marco legal, 
siempre optamos por uno que no fuese tan confrontativo. A nivel de las propuestas había marcos 
legales que hacían mucho más énfasis en lo que es la fiscalización y la capacidad de sanción, y esa no 
fue la política de la Agencia. Nosotros entendemos que todavía estamos en la etapa de procurar 
generar conciencia positiva. No descarto que en algún momento se necesite utilizar esos instrumentos, 
pero aún hoy tenemos los elementos normativos y legales y tratamos de llevarlos adelante por la vía 
del convencimiento. Pero sin el marco legal que nos dé las capacidades para normar, posteriormente 
laudar y, eventualmente fiscalizar y sancionar, las cosas no van a salir. 


SEÑOR AGAZZI.- Nosotros contamos con una escuela de formación de funcionarios públicos. Sin 
duda, en todos los ámbitos es mejor comenzar la formación en edad temprana, también para la calidad 
de la función pública. Quizá los aspectos más conceptuales de esto que nos vinieron a plantear 
debería ser una condición sine qua non para ser funcionario público y no esperar a que se presenten 
los problemas para tratar de corregirlos, cuando ya la modificación de la gestión va a ser más 
complicada. Si bien hay una escuela de formación, muchas veces esta es a demanda del funcionario y 
creo que lo que ustedes están planteando es una necesidad de oferta de una serie de valores, de 
conductas y de la búsqueda de derechos, que debería explicitarse como tal en la formación de 
funcionarios. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Lo primero que hicimos fue negociar con la OEA cursos de formación en línea 
-talleres- a los que se presentan y postulan -en función del cupo que tenemos- cientos de funcionarios. 
Tienen la ventaja de que sostienen básicamente lo mismo que lo que nosotros estamos diciendo, pero 
con una óptica internacional. Lo digo por aquello de que muchas veces uno no es profeta en su tierra. 
Son de los cursos mejor evaluados que tenemos, incluso por la forma en que se dictan, que es 
mediante talleres. Con la ENAP, en particular, y con el Parlamento hemos trabajado en lo que es la 
formación; en lo personal me ha tocado dar cursos a funcionarios que han ingresado aquí y en la 
Escuela de Alta Conducción en ENAP. Aun no contamos con una formación básica para todos los 
funcionarios y estamos pensando en poner a disposición cursos en línea dentro de la plataforma de la 
educación virtual que tiene ENAP, pero es todavía una asignatura pendiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece vuestra presencia y queda pendiente un compromiso 
de trabajo para cuando esté pronto el proyecto de ley. 


Se levanta la sesión. 
(Es la hora 17 y 23 minutos) 
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